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ARTÍCULO 31.- La Ciudad reconoce el 
derecho a una vivienda digna y a un 
hábitat adecuado. Para ello: 

• Resuelve progresivamente el déficit 
habitacional, de infraestructura y 
servicios, dando prioridad a las personas 
de los sectores de pobreza crítica y 
con necesidades especiales de escasos 
recursos. 

• Auspicia la incorporación de los 
inmuebles ociosos, promueve los 
planes autogestionados, la integración 
urbanística y social de los pobladores 
marginados, la recuperación de las 
viviendas precarias y la regularización 
dominial y catastral, con criterios de 
radicación definitiva. 

• Regula los establecimientos que brindan 
alojamiento temporario, cuidando excluir 
los que encubran locaciones.

Constitución de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires
Capítulo Quinto

HÁBITAT



La Asociación Civil por la Igualdad y la Justicia lleva más de una década apoyando a 
organizaciones comunitarias en la promoción de derechos sociales y la integración 
urbana de villas y asentamientos de la ciudad de Buenos Aires. En ese camino, nos 
vinculamos con organizaciones sociales y vecinos comprometidos, incorporando 
herramientas de empoderamiento legal y acceso a la justicia y aprendiendo del 
conocimiento construido por quienes vienen resolviendo por su propio esfuerzo e 
iniciativa enormes carencias de vivienda y hábitat. Estos, consideramos, fueron pasos 
esenciales para entender colectivamente las problemáticas urbanas y habitacionales 
que afectan a la ciudad y a sus habitantes, y empezar a pensar e implementar algunas 
de las alternativas para revertirlos.

Este año redefinimos el área de Derechos y Construcción Comunitaria en Villas como 
Área de Derecho a la Ciudad. Lejos de ser un mero cambio de nombre, intenta dar cuenta 
de esos aprendizajes colectivos, y de la necesidad de reencuadrar nuestro trabajo, 
entendiendo que es un complejo entramado de causas políticas, económicas, sociales 
y culturales las que producen la segregación espacial y la consecuente vulneración de 
derechos de una porción cada vez mayor de población urbana. La Ciudad Autónoma de 
Buenos Aires cuenta con una de las constituciones locales más progresistas del país y 
la región, pero poco se ha hecho por el cumplimiento efectivo del derecho a la vivienda 
digna y a un hábitat adecuado que reconoce en su artículo 31.
 
Es en el marco de este trabajo que hemos decidido, en conjunto con expertos, 
académicos, efectores estatales y referentes sociales, editar una serie de cuadernillos 
de políticas y problemáticas urbanas y habitacionales. Nuestro objetivo ha sido 
enriquecer los debates y difundir ideas que trasciendan las limitadas alternativas que 
hasta el presente se plantean en las políticas de vivienda: las ya conocidas políticas de 
“llave en mano” o la subvención de intereses hipotecarios. Creemos que las políticas 
urbanas en la argentina no han estado a la altura de la problemática habitacional, ni 
de la creatividad con la que vecinos, organizaciones e investigadores han buscado la 
resolución de los mismos. Actualmente, ante el agravamiento de las condiciones de 
acceso a una vivienda digna, creemos que se hace más necesario que nunca la expresión 
de nuevas voces y la búsqueda de nuevas soluciones a este viejo problema. Hemos 
intentado que estos cuadernillos cuenten con un registro ameno, pero manteniendo 
la rigurosidad que requiere una problemática compleja como la habitacional, con el 
fin de que sirvan como herramienta para fortalecer la exigibilidad de los derechos 
económicos, sociales y culturales.

Queremos agradecer a todas las organizaciones que participaron y contribuyeron en el 
armado de estos cuadernillos. Esperamos que éstos sean un aporte en la búsqueda de 
una ciudad mejor.

PALABRAS INICIALES:

Sebastián Pilo
Co-Director Asociación Civil 
por la Igualdad y la Justicia

Pablo Vitale
Coordinador del área 
Derecho a la ciudad
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Buscar un techo. La problemática de los inquilinos y 
los alquileres en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires

La cultura de la propiedad se encuen-
tra muy arraigada en la Ciudad de 
Buenos Aires, donde alquilar es “ti-

rar la plata” porque tiende a priorizarse 
la adquisición de una vivienda propia 
como forma de asegurarse un techo. La 
propiedad de la vivienda también se en-
cuentra relacionada con ciertos imagina-
rios de clase media y como una forma de 
ahorro y capitalización del hogar que le 
permitiría sobrevivir en caso de enfren-
tar alguna situación extrema. Sin embar-
go, ciertas transformaciones recientes 
en el mercado inmobiliario han tornado 
mucho más difícil el sueño de la casa 
propia para amplios sectores de la po-
blación, aún cuando la década del 2000 
fue testigo de un crecimiento explosivo 
de la construcción. Varios fenómenos 
dan cuenta de esto: el aumento del va-
lor de las propiedades desde el 2002, la 
dificultad para acceder a un crédito hipo-
tecario, la producción y comercialización 
de viviendas como valor de cambio y re-
serva de valor, un mercado que insiste en 
valorizar y comercializar sus productos 
en moneda extranjera, etc.

Joaquín Benitez (ICO-UNGS)

“Ciertas transformaciones 
recientes en el mercado 
inmobiliario han tornado mucho 
más difícil el sueño de la casa 
propia para amplios sectores 
de la población, aún cuando la 
década del 2000 fue testigo de 
un crecimiento explosivo de la 
construcción.”

El crecimiento de la población que alquila 
su vivienda y las dificultades que posee 
para acceder o renovar un contrato de 
locación, ponen en juego la necesidad de 
asistencia y de ayuda que estos hogares 
requieren. La vivienda es un derecho y 
un recurso estratégico en la vida cotidia-
na de las personas: desde allí se accede 
a una escuela, se viaja a un puesto de 
trabajo, o se asiste a un hospital cerca-
no. Una vivienda es un techo en el que 

Introducción

encontrar cobijo de las inclemencias del 
tiempo y un espacio de intimidad y des-
canso, pero es también un espacio estra-
tégico desde el cual vincularse a una ciu-
dad en la que se hallan los recursos que 
permiten sobrevivir día a día. De forma 
que contar con la seguridad en el techo 
es una necesidad vital para poder llevar 
adelante una vida plena. Sin embargo, la 
propiedad de la vivienda no es la única 
forma de alcanzar esta seguridad, aún 
cuando históricamente ha sido la prefe-
rida en nuestro país.

Hoy es más necesario que nunca comen-
zar a reflexionar e implementar políticas 
que atiendan a la población inquilina. En 
un contexto en el cual cada vez menos 
hogares pueden obtener e inmovilizar los 
ahorros necesarios para pagar la compra 
de una vivienda en la Ciudad, y cuando 
el alquiler no es ya una solución tem-
poral que eventualmente decantaría en 
la propiedad de una vivienda, se vuelve 
entonces imperativo encontrar formas 
de garantizar y proteger el derecho a la 
vivienda de las familias inquilinas.
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¿Por qué cada vez alquila más gente 
y se vuelve más caro alquilar?

Un primer elemento a destacar es que los hogares que 
alquilan aumentaron por primera vez en la historia de 
la Ciudad: el censo 2010 arrojó un 29% de hogares in-

quilinos, 7 puntos porcentuales más de los registrados en el 
censo 2001. Como se puede observar en la figura 1, los índices 
de inquilinos se encontraban en baja desde el censo de 1947.

¿Por qué se revirtió esta tendencia durante la última década? 
¿Por qué si los porteños eran cada vez más propietarios de sus 
viviendas, ahora esta tendencia ha retrocedido? Habrían existi-
do varias causas. Por un lado desde el 2002 los valores inmobi-
liarios experimentaron un crecimiento extraordinario en toda 
la región metropolitana. Durante dicho año, el m2 en prome-
dio se encontraba valorizado a US$ 193 en la Ciudad, llegan-
do a diciembre de 2008 a los US$1014 (Baer, 2012).  Sabemos 
también que el valor del m2 en dólares ha continuado con una 
tendencia al alza desde el 2008. Esta valoración ha sido por en-
cima de los valores inflacionarios del periodo y el crecimiento 
de los salarios promedio de la población. La mejor manera de 
visualizar el encarecimiento de las propiedades inmobiliarias 
es calcular cuántos salarios promedio de un trabajador son ne-
cesarios para acceder a una vivienda promedio. Un informe del 
GCBA mostraba el siguiente gráfico.

Podemos observar en la figura 2, que la cantidad de salarios 

promedio necesarios para adquirir una vivienda una vivienda 
usada de 40 m2 no sólo se aumentó, sino que además este cre-
cimiento ha sido mayor para aquellos sectores laborales con 
menores ingresos. Por el otro lado el acceso a créditos hipote-
carios también se volvió más difícil: las estadísticas muestran 
que el porcentaje de escrituras realizadas con una hipoteca 
cayó notablemente luego de la crisis del 2001. En el año 2000, 
el 20,7% de la compra-venta de inmuebles en la Ciudad se rea-
lizó con una hipoteca, para el año 2010 éstas habian caido al 
5,8% de las transacciones llevadas a cabo (Cosacov, 2012b). El 
mercado de viviendas en la ciudad ha estado financiado princi-
palmente por sectores medios-altos y altos con amplia posibi-
lidad de ahorro y liquidez que decidieron invertir en viviendas 
como reserva segura para sus ganancias. Esto explica porque el 
mercado inmobiliario produjo principalmente departamentos 
de 1 y 2 ambientes en aquellas comunas en donde la población 
no creció de un censo a otro (Cosacov, 2012a). Esta producción 
de viviendas como inversión dañó seriamente las posibilidades 
de acceso a sus usuarios reales entre los años 2000 y 2010.
Es necesario agregar que las causas antes mencionadas (va-
lorización inmobiliaria y dificultad de acceso al crédito hipo-
tecario) no sólo han producido un aumento de los hogares 
inquilinos, sino también el deterioro de todos los indicadores 
habitacionales. Los hogares con formas de tenencia precaria 
(ocupación de hecho, etc), el hacinamiento, el déficit habita-
cional, la población en villas y asentamientos de la ciudad, per-
sonas en situación de calle, etc. registran alzas significativas 

Figura 1: Porcentaje de hogares inquilinos. Ciudad Autónoma de Buenos 
Aires. 1947-2010.

Fuente: Reese et al. (2014).

Figura 2: Salarios promedios necesarios para la adquisición de una uni-
dad usada de 40 m2 en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. 2010-
2014.

Fuente: CEDEM, GCBA.

6



desde principios de la década del 2000 hasta la actualidad.

Figura 3: Valor promedio del alquiler mensual en pesos de departamen-
tos de 2 y 3 ambientes. CABA, 2009-2015.

Fuente: Reporte Inmobiliario.

Los alquileres también han aumentado sus precios durante los 
últimos años y contribuido a la problemática habitacional de 
la Ciudad, como lo demuestra la figura 3. El crecimiento de los 
precios habría sido inferior a la inflación general y al aumento 
del salario promedio durante el periodo 2009-2014, sin embar-
go para el año 2015 la valorización habría sido de un 35,3%, 
muy por encima de la inflación interanual estimada en 24,8% 
por el Índice de Precios al Consumidor (IPC) de la Direccion de 
Estadisticas y Censos de la Ciudad.

Sin embargo, es necesario aclarar que la información que dis-
ponemos sobre precios es limitada: los relevamientos de Re-
porte Inmobiliario se reducen a una muestra de entre 30 y 
60 casos mensuales y rastrean la evolución de una tipología 
precisa (departamento de 2 o 3 ambientes “usado, integre un 
edificio de propiedad horizontal con ascensor, de calidad es-
tándar, en estado de mantenimiento medio, sin cochera y que 
el edificio no cuente con amenities. Se chequean las superficies 
cubiertas y de balcón. Se trata que las unidades estén ubicadas 
en el piso en la altura media del edificio”)1 en vez de un rele-
vamiento exhaustivo de la totalidad del mercado de alquiler 
de viviendas. El Centro de Estudios para el Desarrollo Econó-
mico Metropolitano (CEDEM) de la Dirección de Estadísticas y 
Censos de la Ciudad publica informes coyunturales en los que 
releva la evolución de los precios de una unidad de 2 o 3 am-
bientes de 50m2. Para esto consulta el sistema ADINCO y el 
sistema ArgenProp2. Si bien utiliza muestras más exhaustivas, 
la publicación de estos informes es reciente y no proveen datos 
históricos sobre la evolución de estos precios. Al mismo tiem-
po, los inquilinos relatan el aumento de las condicionalidades 

para ingresar a una vivienda en alquiler, como por ejemplo: co-
misiones inmobiliarias más altas, ajustes semestrales en el al-
quiler del inmueble, solicitud de documentación probatoria de 
ingresos laborales estables con contratación “en blanco”, etc. 
Tampoco disponemos de estadísticas que midan la adopción de 
estas condicionalidades y su impacto en el acceso a una vivien-
da de alquiler. 

Es necesario aclarar que todas las estadísticas que disponemos 
sobre valorización de alquileres refieren al mercado formal, 
ofertado por inmobiliarias en sitios de internet o en sistemas 
de gestión compartidas. Existe además un amplio mercado in-
formal de a) alquiler de habitaciones en pisos compartidos; b) 
en inquilinatos, hoteles familiares y pensiones y c) finalmente 
un mercado informal de alquiler en villas y asentamientos.

No disponemos de sondeos sobre los precios actuales en dichos 
mercados, pero los testimonios de aquellos que alquilan sobre 
estas modalidades (así como también un repaso ligero por los 
anuncios que se pueden consultar a este respecto), revela que 
estos mercados informales son comparativamente más caros 
en su oferta si se tiene en cuenta qué tipo de habitación se ac-
cede y por cuánto dinero, ya que en ellos se puede abonar por 
un cuarto pequeño precios cercanos a los de un departamento 
de 1 o 2 ambientes en el mercado formal3. Al mismo tiempo, 
dado el carácter informal de estos mercados, los inquilinos no 
poseen seguridad jurídica en las condiciones de contratación 
del alquiler, quedando librados a la arbitrariedad de los loca-
dores y a expulsiones espontáneas. Dado que la diferencia en 
términos de precios no es tan profunda entre uno y otro, la 
aparición de estos mercados secundarios revela la dificultad 
que amplias franjas de la población poseen para cumplir los re-
quisitos formales actualmente exigidos.

 1.
Fuente: Reporte Inmobiliario. Ver: 
http://www.reporteinmobiliario.com.ar/nuke/article3009-
el-precio-de-los-alquileres-en-la-ciudad.html

2.
ADINCO es un sistema de gestión desarrollado para agen-
tes inmobiliarios que permite a éstos compartir recursos e 
información sobre las unidades ofertadas, ArgenProp, por 
otro lado, es un sitio de internet para la búsqueda y oferta 
de propiedades inmobiliarias en venta y alquiler.

3.
En el caso del mercado secundario de alquileres, algunas 
estimaciones actuales señalan que el 40% de los hogares 
de las villas de la ciudad alquilan la vivienda o el cuarto 
en el que habitan. Ver  “El ciclo de las villas y el mercado 
inmobiliario informal” de Maria Cristina Cravino en: http://
www.vocesenelfenix.com/content/el-ciclo-de-las-villas-y-el-
mercado-inmobiliario-informal-0
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El submercado informal de alquileres y la inquilinización 
en las Villas de la ciudad

La estrategia del alquiler se ha extendido e instalado al interior de 
las villas de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires como una de las 
principales formas que los sectores populares tienen de resolver el 
acceso a la vivienda. Este submercado informal se ha ido consolidan-
do en los últimos 20 años, ha tenido graves consecuencias y no solo 
ha reconfigurando la relaciones sociales al interior de los barrios, 
sino que asimiló la situación de las villas a las lógicas del resto de 
la ciudad formal, tornando la vivienda en un bien de cambio y no ya 
de uso.

Si bien no existen datos certeros (lo cual es un problema de raíz para 
construir una política pública) se calcula que aproximadamente un 
30 por ciento de la población que habita actualmente en las villas 
accede de esta forma a su vivienda. Las cuales están caracterizadas 
por: a) altos precios, en ocasiones superando los precios de peque-
ños departamentos en la ciudad formal; b) condiciones habitaciona-
les extremadamente precarias; c) carecen de una legalidad formal o 
de garantías de permanencia mínima; d) no existen procesos legales 
de desalojo porque se utilizan vías de hecho; e) son  invisibilizados 
en los registros censales y como destinatarios de políticas públicas; 
f) sufren todas las otras formas de violencia y discriminación que 
padecen los habitantes de la las villas de la ciudad.

Como sostiene Smolka, “Contrario a las creencias populares, la infor-
malidad es costosa y por lo tanto no es lo mejor y ni siquiera es una 
alternativa ventajosa para combatir la pobreza, pero por lo general 
es la única salida para las familias urbanas pobres” (Smolka, 2003), 
por lo que  profundiza y retroalimenta el círculo de las desigualdades 
sociales y urbanas. La mala distribución es la principal causa de los 
problemas urbanos en la actualidad y el caso de los alquileres no es 
la excepción.

Los submercados formales e informales, tienen profundos vasos 
comunicantes, y las penurias que los sectores populares encuen-
tran en uno y otro tiene como origen común la desregulación de los 
mercados del suelo. Si pensamos por ejemplo en el aumento de los 
precios del suelo urbano en CABA veremos en ello la causa de varios 
fenómenos como: a) la tenencia especulativa de inmuebles ociosos; 
b) un perfil constructivo ajeno a las necesidades habitacionales de la 
ciudad; y en paralelo c) un deterioro del parque urbano de determi-
nados barrios, cuyos propietarios deciden no invertir debido a que 
entienden que su real valor está en el precio del suelo y deciden es-
pecular hasta que aparezca algún proyecto inmobiliario.

Por ello, vemos cómo se retroalimenta el círculo de la desigualdad 
cuando los sectores populares habitan las villas porque son expulsa-
dos por procesos de gentrificación, desalojos judiciales u otras for-
mas violentas (por ejemplo los incendios en conventillos de la Boca), 
y encuentran en la villa la única alternativa habitacional cercana a 
redes de infraestructura social y oportunidades laborales.

En particular sería imprescindible discutir sobre algunas acciones 
que podrían mitigar esta problemática. Para ello debemos pensar 
que los alquileres en villas son un problema de toda la ciudad, que 
no se limita a éstas. Principalmente se hace necesario desarrollar 
miradas integrales que  visibilicen el fenómeno, debiendo construir-
se datos y abordajes especiales desde el estado para receptar esta 
problemática. Ello debe implementarse en dos planos: 1) el acceso, 
fortaleciendo las posibilidades de acceso al mercado formal de alqui-
leres; y 2) la permanencia,www debe regularse el mercado de mane-
ra de evitar someter a los inquilinos al vaivén especulativo de la pro-
piedad. Todo esto implica trabajar sobre el precio de las locaciones y 
sobre garantías de acceso a la justicia, debido proceso y alternativa 
habitacional en los desalojos.

Referencias
Smolka, M. (2003), Informalidad, pobreza urbana y precios de la tierra. 
Revista Land Lines, enero. Disponible en: http://www.lincolninst.edu/
pubs/825_Informalidad--pobreza-urbana-y-precios-de-la-tierra

Agustín Territoriale
Defensoría General de la Ciudad de Buenos Aires
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Los inquilinos en la Ciudad 
Autónoma de Buenos Aires

A continuación haremos una carac-
terización socioeconómica de los 
hogares inquilinos de la Ciudad. 

Para esto utilizaremos los resultados 
de la Encuesta Anual de Hogares (EAH) 
realizada por la DGEyC de la Ciudad du-
rante los meses de octubre, noviembre y 
diciembre de 2014. 

Según esta fuente, en la Ciudad Autóno-
ma de Buenos Aires alquilan 359.900 ho-
gares, lo cual representa unas 795.000 
personas y el 30,2% del total de hoga-
res de la ciudad. Un primer elemento a 
destacar es que los jefes de hogares in-
quilinos tienden a ser bastante más jó-
venes que los hogares propietarios de 
su vivienda: mientras que el promedio 
de edad de los primeros es de 42 años, 
para los segundos es de 59 años. Sin 
embargo, no existen diferencias sustan-
ciales en términos de tamaño y compo-
sición. Los hogares inquilinos tienen un 
tamaño promedio de 2.21 personas y los 
propietarios de 2.3 personas. En cuanto 
a su composición también encontramos 
similitudes con niveles de unipersonali-
dad (es decir, personas que viven solas) 
del 37,8% para los inquilinos y 35,1% para 
los propietarios y una proporción de ho-
gares nucleares (uno o dos cónyuges con 

Figura 4: Incidencia de hogares inquilinos por comuna CABA. 2014.

Fuente: Reese et al. (2014).
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o sin hijos) del 49,3% entre los inquilinos 
y del 53,6% entre los propietarios. 
Como puede observarse en la figura 4, 
los hogares inquilinos tienden a con-
centrarse en las comunas centrales de 
la ciudad, donde la infraestructura se 
encuentra consolidada y la oferta de 
servicios públicos mejor provista. Las 
comunas 1, 2, 3, 4, 5 y 14 presentan in-
cidencias de éstos hogares mayores al 
del resto de la ciudad. También concen-
tran la mayor cantidad absoluta siendo 
la primera la comuna 14 (Palermo) con 
42.069 hogares, la comuna 3 (Balvane-
ra) con 36.117 y la comuna 13 (Nuñez) 
con 34.059. Como es de esperar, por su 
concentración en las comunas centrales, 
el grueso de los inquilinos renta un de-
partamento (78%), seguido por una casa 
(9,3%) y otras tipologías (12,5%).
 
Sin embargo, contrario a lo que se po-
dría imaginar, los ingresos de los ho-
gares inquilinos y propietarios no son 
significativamente diferentes: en el año 
2014, el ingreso per cápita de los hoga-
res propietarios fue de $7.327, mientras 
que el de los hogares inquilinos fue de 
$7.327. La incidencia del alquiler como 
forma de acceso a la vivienda no presen-
ta diferencias importantes entre los dis-
tintos niveles de ingreso: mientras que 
32,1% de los hogares con menores in-
gresos alquilan la vivienda que habitan, 
el 32,2% de los hogares con mayores 
ingresos acceden de la misma manera. 
Tampoco poseen inserciones diferentes 
en el mercado laboral los jefes de hogar 
inquilinos (10,5% y 12,8% de trabajo no 

registrado). Esto demuestra que la difi-
cultad para acceder a la propiedad de la 
vivienda no es una cuestión solamente 
de ingresos económicos, sino que tam-
bién involucra otro tipo de recursos y 
oportunidades sociales ligados a la his-
toria familiar.

Una particularidad del caso porteño, 
es que la mitad de los hogares que su-
fren de hacinamiento (2 o más personas 
por cuarto de uso exclusivo del hogar), 
alquilan la vivienda en la que habitan 
(52,3%). Esto contradice la bibliografía 
sobre políticas de alquileres, la cual res-
cata la flexibilidad de esta modalidad de 
acceso a la vivienda ante la expansión 
del hogar por el nacimiento de hijos o la 
convivencia con nuevos integrantes. Las 
estadísticas no nos permite observar por 
qué estos hogares no pueden mudarse 
a viviendas con más habitaciones, pero 
podemos aventurar que puede ser bien 
una cuestión de ingresos o bien la difi-
cultad de acceder a la documentación y 
garantías requerida para un alquiler. 

Algunas palabras aparte nos merecen 
aquellos hogares que habitan inquili-
natos, hoteles familiares, pensiones o 
que ocupan de hecho su vivienda. Esta 
población también se encuentra bajo 
un régimen de tenencia precario,por no 
disponer de un contrato que los resguar-
de frente a arbitrariedades del locador, 
y por convivir la totalidad del hogar en 
un solo cuarto, compartiendo el resto 
de las instalaciones con otras familias. A 
partir de la Encuesta Anual de Hogares 

2014, podemos estimar que estos son 
129.000 personas, conformando 57.000 
hogares, es decir, un promedio de 2,25 
personas por hogar. Estos hogares se 
encuentran distribuidos de forma pa-
reja en de toda la ciudad, con mayores 
concentraciones en la comunas 1 (Reti-
ro, San Nicolás, Montserrat, San Telmo, 
Constitución y Puerto Madero) donde 
se encuentra el 25,3% y la 3 (Balvanera 
y San Cristóbal) con el 21,4%. Esta po-
blación posee altos niveles de vulnera-
bilidad social cuando se relevan algunos 
indicadores socioeconómicos: la mitad 
de los jefes de hogar no completaron su 
educación secundaria (55,7%), la mitad 
de sus integrantes no poseen cobertura 
de salud (56,8%) y el 47,8% de aquellos 
que son asalariados no poseen aportes 
patronales (es decir, se encuentran con-
tratados “en negro”). 

De esta manera podemos sostener que 
en la Ciudad de Buenos Aires, hogares de 
todas las clases sociales, tamaño y com-
posición se encuentran alquilando su vi-
vienda. La única característica sobresa-
liente de estos hogares es su juventud, 
dato que debe ser interpretado a la luz 
de los cambios económicos recientes en 
el mercado de las viviendas que expusi-
mos en el apartado anterior. Si los ho-
gares que alquilan son particularmente 
jóvenes, esto puede deberse no solo a la 
falta de tiempo necesario para acumular 
ahorros y acceder a un crédito hipote-
cario, sino también a transformaciones 
recientes en el mercado inmobiliario que 
dificultan su acceso.

“En la Ciudad Autónoma de 
Buenos Aires alquilan 359.900 
hogares, lo cual representa unas 
795.000 personas y el 30,2% del 
total de hogares de la ciudad.”
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Las políticas de alquiler en la 
Ciudad de Buenos Aires

“No siempre los hogares inquilinos 
en la Ciudad de Buenos Aires se 
encontraron desamparados ante 
un mercado de alquileres que les 
exigía condiciones abusivas y 
precios elevados para ingresar a 
una vivienda.”

No siempre los hogares inquilinos 
en la Ciudad de Buenos Aires se 
encontraron desamparados ante 

un mercado de alquileres que les exigía 
condiciones abusivas y precios elevados 
para ingresar a una vivienda. Existió un 
régimen de congelamientos, controles y 
topes en los alquileres que se instauró 
en 1943 y se extendió hasta el año 1976. 
El Decreto-Ley 1580/43 es el primero en 
disponer la rebaja de alquileres y la apli-
cación de prórrogas a los contratos ya 
existentes, constituyendo un régimen 
de “emergencia permanente” (Oszlak, 
1991) que fue continuado por todos los 
gobiernos posteriores (democráticos de 
facto). Este decreto estableció el con-
gelamiento de los precios de alquileres, 
rebajas en algunos casos particulares y 
la suspensión de todos los juicios de des-
alojos existentes. Los costos políticos y 
sociales de una normalización de los al-
quileres hizo fracasar varias iniciativas 
legislativas que intentaron responder 

a ciertas irregularidades y a la falta de 
promoción de construcción de viviendas 
para alquilar. Al mismo tiempo, durante 
este periodo el acceso a créditos con ta-
sas negativas, la nueva Ley de Propiedad 
Horizontal, condiciones de estabilidad e 
ingresos relativamente altos en el hogar 
le permitió a muchos inquilinos conver-
tirse en propietarios de sus viviendas. 
Esto puede apreciarse en la figura 1, la 
cual registra la importante disminución 

en el porcentaje de hogares inquilinos 
desde el censo de hogares de 1947 has-
ta 1980, periodo de 30 años en el cual 
este indicador disminuyó en 57 puntos 
porcentuales. Sin embargo, hacia media-
dos de la década del 1970, ni inquilinos ni 
propietarios se encontraban satisfechos 
con el estado de las cosas: los alquileres 
regulados habían aumentado en valores 
que no conformaban a ninguna de las 
dos partes del contrato, al tiempo que se 
había acentuado la diferencia de precios 
entre los alquileres regulados y desregu-
lados a niveles abismales. Aquella por-
ción del mercado que se encontraba des-
regulada se encontraba en una situación 
de alta demanda y reducida oferta, ya 
que ante la situación existente muchos 
propietarios decidieron que sus vivien-
das no ingresaran al mercado, al tiempo 
que no se construían nuevas viviendas 
para arrendar. Aquellos locadores que sí 
arriesgaban, recibían rentas altísimas de 
sus inquilinos.
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“Contrario a lo esperado, bajo 
la nueva ley los precios de los 
alquileres se dispararon al tiempo 
que la oferta no creció lo esperado. 
Muchos de los departamentos 
vacíos continuaron sin ingresar 
al mercado y tampoco se 
construyeron nuevas viviendas 
con el fin de ser puestas en 
alquiler”

Las autoridades del golpe cívico-militar de 
año 1976, consideraron insostenible la situa-
ción y necesario sancionar un nuevo decreto. 
De forma hermética, tecnocrática y sin con-
sultar a organizaciones civiles, el gobierno 
redactó una nueva ley y la decretó el 29 de 
junio de 1976. Los alquileres volvían a regirse 
según lo dictado por el código civil: como una 
relación comercial entre partes en la que el 
Estado no tendría ninguna injerencia. Elimi-
naba el congelamiento de los precios y dis-
ponía nuevamente la posibilidad de realizar 
desalojos a los inquilinos. Para los contratos 
ya existentes establecía un calendario en el 
que los valores se adecuarían progresiva-
mente, de forma de evitar desalojos masivos 
y desbordar la capacidad del sistema judicial.

Contrario a lo esperado, Bajo la nueva ley, los 
precios de los alquileres se dispararon y la 
oferta no creció lo esperado. Muchos de los 
departamentos vacíos continuaron sin ingre-
sar al mercado y tampoco se construyeron 
nuevas viviendas con el fin de ser puestas 
en alquiler. Los inquilinos de la ciudad, en un 
contexto no democrático y ante un estado 
totalitario que prohibía toda forma de ma-
nifestación política recurrió a solucionar su 
problemática como pudo. Si bien, no hubo 
grandes cantidades de desalojos ni manifes-
taciones, los hogares porteños resolvieron la 
nueva situación de forma silenciosa, absor-
biendo los drásticos aumentos, mudándose 
a inmuebles más chicos o compartiendo vi-
vienda con familiares. El mercado comenzó a 
popularizar prácticas entre los locadores de 
viviendas que se mantendrían en el tiempo: 
el ajuste por indexación, la exigencia de una 
y hasta dos propiedades en garantía, depósi-
tos, el pago de servicios y de impuestos apli-
cados a la propiedad, etc. 

Desde entonces no existió ningún intento 
serio y exitoso de volver a regular los alqui-
leres. En 1989, dos leyes intentaron poner 
límites al aumento de las locaciones en el 
contexto hiperinflacionario. Sin embargo no 
fueron efectivas en los mecanismos utiliza-
dos, a pesar de prohibir la inclusión de cláu-
sulas de indexación (Borka, 2015). Esta pro-
hibición fue sorteada a partir de la inclusión 
en los contratos de precios escalonados; es 
decir, del acuerdo previo de las partes de la 
revalorización del contrato cada año o cada 
6 meses. Esta práctica fue luego convalida-
da por varios fallos durante las décadas de 
1990 y del 2000 y sigue vigente en la ac-
tualidad. De forma que paradójicamente, un 
contrato de locación no puede ser indexado 
y sin embargo, el reajuste de los precios son 
pactados por locadores y locatarios al firmar 

“Desde entonces no existió 
ningún intento serio y exitoso 
de volver a regular los alquileres. 
Durante el año ‘89, dos leyes 
intentaron poner límites al 
aumento de las locaciones en el 
contexto hiperinflacionario, sin 
embargo, no fueron efectivas 
en los mecanismos utilizados a 
pesar de prohibir la inclusión de 
cláusulas de indexación”

“Contrario a cierto imaginario 
instalado entre los propietarios y 
locadores, desalojar un inmueble 
ocupado o incumpliendo un 
contrato de alquiler es un trámite 
legalmente rápido y sobretodo 
efectivo, ya que existen 
herramientas legales precisas y 
una tendencia de los jueces de la 
Ciudad a priorizar el derecho a la 
propiedad por sobre el derecho a 
la vivienda.”

el contrato de alquiler de forma considera-
blemente más arbitraria a lo que sería un 
reajuste según algún tipo de índice oficial de 
inflación o los ingresos reales del hogar.

Por otro lado, la reforma del Código Proce-
sal Civil y Comercial del 2001 permite al juez 
hacer efectivo el desalojo en cualquier mo-
mento de un juicio, sin necesidad de esperar 
hasta obtener una sentencia firme (CELS, 
2007). Lo mismo sucede ante un juicio penal 
por usurpación en el fuero contravencional 
de la ciudad, donde el juez y el fiscal deben 
restituir el inmueble de forma a inmediata 
a sus propietarios según lo disponen la Ley 
2257 de la Ciudad. Contrario a cierto imagi-
nario instalado entre los propietarios y lo-
cadores, desalojar un inmueble ocupado o 
incumpliendo un contrato de alquiler es un 
trámite legalmente rápido y efectivo, ya que 
existen herramientas legales precisas y una 
tendencia de los jueces de la Ciudad a prio-
rizar el derecho a la propiedad por sobre el 
derecho a la vivienda. 

Desde el 1ro agosto de 2015, la Ley de Lo-
caciones Urbanas 23.091 se encuentra dero-
gada y el mercado de alquileres de viviendas 
urbanas se encuentra normado por el Nuevo 
Código Civil, aunque los contratos celebra-
dos antes de esa fecha aún se regirán por 
la legislación anterior. El Nuevo Código Civil, 
sin embargo, no introduce grandes modifica-
ciones a la legislación existente. En cambio, 
hace explícitas algunas obligaciones del lo-
cador que, sin embargo, pueden ser trans-
feridas al locatario si se encuentran admiti-
das por una cláusula del contrato, como por 
ejemplo, el pago de los impuestos y expensas 
correspondientes al inmueble en cuestión. 
Explícitamente, el nuevo Código Civil  prohí-
be exigir más de un mes de alquiler por ade-
lantado y los depósitos no pueden exceder el 
equivalente a un mes por cada año que dure 
el contrato. El mantenimiento y los arreglos 
corren por cuenta del propietario, pudiendo 
el inquilino pagar de su bolsillo estos arre-
glos y descontarlos del precio del alquiler. 
Por otro lado, una vez transcurrido el primer 
año de contrato, el inquilino ya no necesita 
dar un preaviso 60 días  si decide rescindir 
el contrato y abandonar la vivienda. Los des-
alojos son posibles si se constata el uso de la 
propiedad para otro efecto o el no pago por 
dos meses consecutivos, ante lo cual debe 
ser notificado 10 días antes. Las indexacio-
nes siguen prohibidas, sin embargo, aquellos 
mecanismos que hacíamos referencia más 
a arriba y que permitían precios diferentes 
para distintos momentos del alquiler siguen 
siendo válidos y posibles de ser utilizados.
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Contratos a medida de la renta
German Schierff y Victoria Althabe // Asociación Platense de Inquilinos

En la lectura de los contratos reci-
bidos se ven muchas cláusulas de 
carácter abusivo como: intereses 

usureros, renuncia a derechos, traslado 
de obligaciones, inclusive cláusulas de 
ajuste de precio que se fundamentan en 
legislación inexistente, entre otras.

Uno podría  esperar que este tipo de si-
tuaciones se pudiesen cambiar con un 
conocimiento básico del derecho, e in-
clusive podemos pensar que su existen-
cia se basa en la mala fe del accionar de 
propietarios o intermediarios. Pero no-
sotros consideramos que hay que pensar 
en otro nivel, y nos  preguntamos: ¿Qué 
está sucediendo en la práctica de alqui-
lar para que estas cláusulas se puedan 
dar con tanta frecuencia? ¿Qué rol ocupa 
el contrato en la relación entre inquilino 
y propietario? ¿Cuál es su relación con la  
actual crisis habitacional?

Para empezar, debemos contextualizar 
que la realización de un contrato se ge-
nera en un marco de gran vulnerabilidad 
para el inquilino. Por un lado está el in-
quilino  y  su necesidad de acceder a los 
servicios de las ciudades, y garantizar 
estabilidad en sus condiciones habita-
cionales. Por el otro lado, propietarios e 
intermediarios que se manejan mayori-
tariamente en una lógica que privilegia 
la renta. Pero más allá del interés con-
trapuesto, es central  ver  que la relación 
contractual se establece y desarrolla 
en un espacio dominado por esta lógi-
ca rentista, ej: la inmobiliaria; espacios 
que están lejos de ser “neutrales” o de 
brindar seguridad a las necesidades del 

inquilino. Por ello no es extraño, que al 
momento de firmar un contrato el inqui-
lino “acepte” estas condiciones.

En este contexto el contrato de locación 
se transforma en una herramienta que 
busca justificar y naturalizar las prác-
ticas abusivas, en definitiva una herra-
mienta disciplinadora con el objetivo de 
garantizar las expectativas de ganan-
cia del sector rentístico. En este marco 
hablar de “lo formal” pierde sentido, ya 
que si lo comparamos con las prácticas 
de alquiler “no formal”, es decir caren-
tes de contrato por escrito, más allá que 
la situación suele ser más vulnerable y 
violenta, la lógica no difiere sustancial-
mente con lo “formal”, lo que nos lleva 
a cuestionar la validez de esta división, 
si es que con ella se busca marcar una 
diferencia en términos de seguridad ju-
rídica.

Todo lo anterior, nos permite afirmar 
como los contratos de locación pierden 
su función de asegurar a las partes con-
diciones justas, equitativas y se trans-
forman en herramientas funcionales a  
lógica rentistas, generando al inquilino 
una inestabilidad, que la paga con sus 
derechos y con la mitad de su salario. 
Estas constantes prácticas, más que ser 
una solución al problema habitacional, 
son una parte sustancial del mismo. Para 
avanzar en políticas que aborden esta 
problemática no alcanza con regularizar 
lo “informal”, sino atacar las prácticas 
abusivas donde se gestan y reproducen, 
ya que atentan contra el derecho a una 
vivienda digna, tengan o no contrato. 
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El programa Alquilar se Puede
En diciembre de 2014 el Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires 
lanzó un nuevo programa bajo la esfera del Instituto de Vivien-
da de la Ciudad titulado “Alquilar se Puede”. El mismo consiste 
en una serie de medidas que buscan facilitar el acceso a la vi-
vienda en alquiler removiendo alguna de las barreras de ingre-
so a este mercado. El programa se estructura en 4 ejes: a) una 
garantía bancaria aportado por el Banco Ciudad para aquellos 
aspirantes a inquilinos que no cuentan con una propiedad en la 
Ciudad; b) un préstamo otorgado por el Banco Ciudad a devol-
ver dentro de los 24 meses que dura el contrato y cuyo destino 
es cubrir costos de mudanza, comisiones inmobiliarias, depósi-
tos, etc; c) un sistema de ahorro previo para el cual, mediante 
el depósito mensual en una cuenta bancaria, un trabajador no 
registrado puede probar que tiene ingresos laborales con los 
que costear un alquiler; y d) un subsidio que cubre parte del 
alquiler en la ciudad. El programa se proponía entregar 6000 
garantías durante el 2015.

El lanzamiento de este programa es un progreso considerable, 
ya que es la primera vez que el Gobierno de la Ciudad imple-
menta algún tipo de ayuda a los hogares que alquilan su vi-
vienda. Es un reconocimiento implícito de la dificultad y del au-
mento de la presión que el mercado inmobiliario ejerce sobre 
estas familias. Sin embargo, presenta serias limitaciones en su 
diseño e implementación que deben ser señaladas.

Un primer aspecto problemático se encuentra en el préstamo 
que el banco otorga para solventar los gastos de alquiler: por 
un lado, sin un estricto control del accionar de intermediarios 
y agencias inmobiliarias, éste puede convalidar prácticas abu-
sivas como el cobro de 2 meses de comisión o la traslación de 
impuestos y tasas que corresponden al locador. Por el otro, se 
aplican tasas de interés del 19% anual, tasas que son elevadas 

“El lanzamiento de este programa es 
un progreso considerable, ya que es 
la primera vez que el Gobierno de la 
Ciudad implementa algún tipo de ayuda 
a los hogares que alquilan su vivienda. 
Es un reconocimiento implícito de la 
dificultad y del aumento de la presión 
que el mercado inmobiliario ejerce 
sobre estas familias. Sin embargo, 
presenta serias limitaciones en su 
diseño e implementación que deben ser 
señaladas.”

para un préstamo ligado a un programa de ayuda social a la 
vivienda. Aquellos beneficiarios que opten por devolver este 
préstamo al plazo máximo de 24 meses ofrecido por el progra-
ma, deberán devolver al Banco Ciudad casi un 40% más de lo 
que les fue otorgado para solventar los gastos de ingreso a la 
vivienda.

Finalmente, los cupos del programa no se condicen con la esca-
la que la problemática habitacional y de alquileres adquiere en 
la Ciudad de Buenos Aires. Según la Encuesta Anual de Hogares 
del 2014, el 13,3% (173.000) de los hogares de la ciudad viven 
en condiciones de tenencia precaria; entre los hogares que al-
quilan 39.000 viven en situación de hacinamiento; y 57.000 
hogares viven en inquilinatos, hoteles pensión o casa tomadas, 
sólo por nombrar algunos indicadores que dan cuenta de una 
demanda que no puede ser respondida con 6000 cupos.

A septiembre de 2015, el programa sólo logró adjudicarse a 10 
beneficiarios de un total de 15.000 inscriptos6. Los selecciona-
dos como posibles beneficiarios por el sistema de puntaje fue-
ron 943 y de éstos ya se encontraban buscando una vivienda 
para alquilar 257 hogares. Según relatan los beneficiarios y las 
autoridades del programa, existe una severa dificultad para en-
contrar propietarios que acepten la garantía bancaria. Fuentes 
del sector explican esta problemática como de carácter “cultu-
ral”, pero al mismo tiempo, no se conocen medidas realizadas 
por el IVC para promover la aceptación de las garantías banca-
rias por parte de los locadores de inmuebles. Al mismo tiempo, 
sólo el 6,3% de los postulantes del programa (943 de 15.000) 
fueron elegidos como posibles beneficiarios, “lo que”: quedaría 
...”posibles beneficiarios, lo que revela la existencia de proble-
máticas” ... revela la existencia de problemáticas en el diseño y 
comunicación del programa.

 6Fuente:“Diez de 15.000 familias lograron alquilar por un programa ofi-
cial” (La Nación, 02/09/2015).
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Propuestas para el mercado de alquileres

No son pocas las opciones disponi-
bles para que un gobierno local in-
tervenga en el mercado de alqui-

leres. Si bien el nuevo Código Civil es una 
ley de carácter nacional sancionada por 
el Congreso de la Nación, esta no posee 
un carácter restrictivo (Petrelli, 2012). A 
pesar que la vivienda es concebida una 
relación locativa como cualquier otra en 
el Código Civil, es decir una relación en-
tre iguales, existe la necesidad de reco-
nocer el derecho a la vivienda amparado 
por la Constitución Nacional (mediante 
la suscripción a tratados internaciona-
les) y la Constitución de la Ciudad (que lo 
enuncia en su artículo 31). El encuentro 
al momento de realizar el contrato no es 
el de dos sujetos libres: una de las partes 
se presenta con la necesidad de resolver 
su acceso a un espacio de protección y 
cobijo en el cual descansar y reproducir 
sus condiciones de existencia, es decir: a 
una vivienda. En este sentido, la ficción 
jurídica de encuentro entre iguales debe 
ser puesta en cuestión, y debe ser reco-
nociendo que el inquilino es la parte más 
débil entre las celebrantes del contrato. 

Alguna forma de intervención en el mer-
cado de alquileres se vuelve necesaria 
para garantizar el derecho a la vivienda, 
especialmente en el contexto actual de 
deterioro de las condiciones de acceso 
al hábitat. A continuación señalaremos 
algunas propuestas que pueden facilitar 
el ingreso a una vivienda en alquiler res-
petando el entramado jurídico existente.

“la ficción jurídica de encuentro entre iguales debe ser 
puesta en cuestión, y debe ser reconocido que el inquilino 
es la parte más débil entre las celebrantes del contrato.”
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Aumentar la oferta mediante 
la puesta en el mercado 
de vivienda ociosas
Actualmente existen en la legislatura 6 proyectos de ley que 
proponen la aplicación de impuestos diferenciales a aquellas 
viviendas que se encuentren retiradas del mercado durante un 
largo periodo. Estos proyectos presentan distintas particula-
ridades, pero en líneas generales consisten en un gravamen 
de dos o tres veces las tasas de ABL correspondientes a di-
cho inmueble, superado un plazo determinado de entre 6 y 12 
meses continuos en los que éste permaneció desocupado. Al-
gunos de estos proyectos implican también la creación de un 
registro de viviendas alquiladas, de forma que el Gobierno de 
la Ciudad pueda llevar adelante un control de qué viviendas se 
encuentran realmente ociosas. La aplicación de gravámenes 
especiales a inmuebles retirados del mercado para especula-
ción es un práctica muy extendida en diversas ciudades del 
mundo, y países como Francia, Holanda, Dinamarca o el Reino 
Unido tiene políticas y organismos expresamente dedicados 
la prevención de las viviendas ociosas7. Al mismo tiempo, este 
tipo de políticas suelen estar acompañadas de incentivos que 
facilitan al ingreso de estos inmuebles al mercado de alquile-
res, como exenciones impositivas o préstamos con tasas pre-
ferenciales para la puesta en habitabilidad y recuperación del 
parque deteriorado.

Una propuesta de este tipo sería altamente viable en una ciu-
dad como Buenos Aires. El último censo arrojó un número de 
340.000 viviendas que se encontraban vacías al momento del 
operativo. Se ha discutido sobre el carácter ocioso de las mis-
mas, pero sin embargo, aún si algunas de ellas se encuentran 
ocupadas por oficinas, consultorios y estudios profesionales, 
o temporalmente en alquiler, venta o construcción, una pro-
porción muy elevada está fuera del mercado de alquileres.

“La aplicación de gravámenes 
especiales a inmuebles retirados del 
mercado para especulación es un 
práctica muy extendida en diversas 
ciudades del mundo, y países como 
Francia, Holanda, Dinamarca o el Reino 
Unido tiene políticas y organismos 
expresamente dedicados la prevención 
de las viviendas ociosas”.

Alquileres sociales y 
banco de inmuebles
La Ley 1.251 establece que la Ciudad de Buenos Aires debe-
ría contar con un banco de tierras e inmuebles en la órbita 
del IVC para intervenir en el mercado inmobiliario y paliar la 
emergencia habitacional. Sin embargo, no es actualmente pú-
blico
el número de inmuebles de los que dispone el Gobierno de la 
Ciudad,  qué tipo de inmuebles son (casa, departamento, te-
rreno, etc), y su localización en la ciudad. A partir de un stock 
propio de viviendas, el Gobierno podría generar una política 
de alquileres sociales con precios y condiciones especiales 
para familias vulnerables. Una propuesta de este tipo se en-
cuentra en el proyecto de Ley de Alquiler social presentado 
durante el 2015 en la legislatura por el diputado Alejandro 
Bodart. 

La vivienda social en alquiler es una práctica extendida en 
algunos países como Reino Unido, Dinamarca o los Países Ba-
jos, donde ésta representa más del 20% del stock total de vi-
viendas. En éstas políticas el precio del alquiler suele contem-
plar el costo de construcción de la vivienda, pero también, los 
ingresos totales del hogar beneficiado. La adjudicación, por 
otro lado, se realiza a partir de la inscripción a listas de es-
pera que tienen en cuenta distintas formas de vulnerabilidad 
social, como enfermedades crónicas o discapacidades, niños 
en edad escolar, inminencia de la situación de calle, etc.

En algunos países existen experiencias en las que el propie-
tarios privados también forman parte de este tipo de polí-
ticas, arrendando una vivienda a una institución pública de 
alquileres, la cual garantiza y paga mensualmente el alquiler 
al propietario. Esta institución, a su vez otorga dicha vivien-
da a un beneficiario a una fracción o la totalidad del valor 
del precio del alquiler, pero en condiciones menos restrictivas 
en términos de ingreso formal o garantía. En caso que dicho 
inquilino interrumpa el pago de la misma, existe un fondo  al 
que aportan todos los beneficiados por esta institución para 
continuar pagando al propietario. Una iniciativa de este tipo 
permitiría articular a pequeños propietarios de uno o dos in-
muebles, con aquella población que actualmente abona alqui-
leres elevados en el mercado informal por falta de garantías, 
actuando el Estado como intermediario. Aquí el propietario se 
vincula con un actor siempre solvente, como el Estado local, y 
el inquilino con un actor cuyo deber se encuentra en garanti-
zar su derecho a la vivienda.

 7 Para varios ejemplos específicos, ver: Fernandez Wagner, “Deficit ha-
bitacional” (Página/12, 16/02/2014)

17



Defensoría de Inquilinos

Las diversas organizaciones de inquilinos de la Ciudad Autó-
noma de Buenos Aires o de otras ciudades del país señalan 
que existen abusos constantes por parte de los agentes inmo-
biliarios y los locadores de viviendas en alquiler. Entre estos 
abusos se encuentra la abierta transgresión a las condiciones 
estipuladas por la Ley de Locaciones Urbanas y el nuevo Códi-
go Civil mediante el traslado de impuestos, costos de repara-
ción y mantenimiento, el cobro de comisiones excesivas, etc. 
En la Ciudad Autónoma de Buenos Aires el organismo ante el 
cual realizar denuncias frente a abusos de este tipo es el Co-
legio Único de Corredores Inmobiliarios de la Ciudad de Bue-
nos Aires (CUCICBA), entidad que se encuentra bajo críticas 
por las organizaciones de inquilinos por su incapacidad de 
aplicar controles y sanciones efectivas al mercado de alquile-
res. Asimismo, en febrero de este año, CUCICBA, mediante la 
Resolución N° 350, modificó la ley N° 2.340 en lo referido al 
porcentaje de comisión que pueden cobrar las inmobiliarias 
al celebrarse un contrato de alquiler de vivienda única, todo 
esto en perjuicio de los inquilinos, legitimando una acción que 
las inmobiliarias se encontraban realizando de hecho. Pedidos 
de información pública efectuados por el legislador Fernando 
Muñoz revelaron que sólo aplicaron multas en un único caso 
durante el año 2015, cuando un simple relevamiento de los al-
quileres ofrecidos en sitios de internet pone en evidencia que 
el cobro de comisiones equivalentes a 2 meses de alquiler es 
una práctica extendida.

“el legislador Muñoz presentó un 
proyecto de ley durante el año 2014 
para la creación de una Oficina de 
Atención a Inquilinos en el ámbito de 
la Defensoría del Pueblo. La misma 
tendrá como función y objetivo prestar 
asesoramiento jurídico gratuito a 
inquilinos”.

Frente a esta situación, en febrero de este año se creo la De-
fensoria del Inquilino en el ambito de la Defensoria del Pueblo. 
La misma tiene como función y objetivo prestar asesoramiento 
jurídico gratuito a inquilinos, ofrecer una instancia de conci-
liación voluntaria para problemas suscitados  con propietarios 
e inmobiliarias; y recibir reclamos derivados de los respectivos 
contratos de locación.
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El Ser “No-dueño”

1.- Un doctor, 20 años planta permanente. Trabaja en hospital 
nacional y hospital de nuestra ciudad. Dos recibos de sueldo. 
Buenos ingresos. No tiene garantía. Alquila. Para la renovación 
tiene que juntar 17.000 pesos. No los tiene. No tiene otro lugar 
donde ir. Busca en internet alguien que le de alguna respues-
ta. Nos encuentra. Inquilinos agrupados (IA). Se acerca al local. 
Proponemos sacar a la inmobiliaria del medio, ya que la rela-
ción con la dueña es muy buena. Nosotros nos encargamos de 
firmar el contrato entre las partes de forma gratuita. El proble-
ma está resuelto por lo menos por un tiempo.

2.- Finalizó el contrato. Dos meses sin gas. Cuatro meses de 
depósito (14.000 pesos). Dos meses de comisión (7000 pesos). 
El propietario y la inmobiliaria le reclaman 18000 pesos por 
arreglos (pintura, caños de gas, etc.). Llamamos a la inmobi-
liaria. Nos subestiman, nos faltan el respeto. Amenazamos con 
denunciar en CUCICBA al corredor inmobiliario por las decenas 
de cláusulas abusivas y los excesos en el cobro de comisión. 
Nos corta. Al día siguiente nos llama el inquilino. La inmobilia-
ria llamó para negociar. Devuelven la mitad del depósito y se 
termina la relación contractual. Denunciamos a la inmobiliaria 
en CUCICBA.
Estos casos se repiten todos los martes y jueves de 16 a 20hs 
en Emilio Lamarca 1860, local de Inquilinos Agrupados.

Cada vez son más los casos que atendemos y todos llevan a 
un camino inevitable: la organización interviniendo en defen-
sa del inquilino en una ciudad donde la ausencia del Estado es 
una norma habitual. Las inmobiliarias se sienten dueñas de la 
situación y el inquilino sin ley ni funcionario que lo defienda.

Hace tiempo nos propusimos organizar al sector de los “inquili-
nos formales”. Un sector complejo, que se siente más “no-due-
ño” que inquilino. Que ha repetido hasta el hartazgo que la úni-
ca solución es ser propietario. No queremos ser propietarios. 
Queremos que el alquiler sea considerado como lo que es y por 
lo tanto el Estado lo trate como tal. Alquilan familias de tra-
bajadores, familias donde hay desempleados, trabajadores en 
negro, madres solteras, jubilados, estudiantes, etc. Para todos 
estos conflictos necesitamos  un Estado que intervenga, que 
tenga participación activa en el mercado inmobiliario y que ge-

nere, teniendo en cuenta los diferentes sectores sociales  que 
alquilan, políticas de alquiler especificas y concretas. El precio 
del alquiler no puede absorber, como hoy lo hace, entre el 40 y 
el 60% de un sueldo promedio.

Es por esto que exigimos la creación de la defensoría del in-
quilino en la ciudad de Buenos Aires dentro del ámbito de la 
Defensoría del Pueblo. Defender al sector, estudiar sus carac-
terísticas, representarlo, elaborar políticas públicas y proponer 
proyectos de ley en la Legislatura porteña.

Sin dudas, tierra y vivienda serán discusión en los próximos 
años, y las organizaciones políticas que representamos al sec-
tor tenemos la enorme responsabilidad de no bajar los brazos y 
llevar la lucha hacia delante con propuestas realizables, creati-
vas y por sobre todas las cosas, contundentes.

Inquilinos Agrupados brinda asesoramiento gratuito a todos 
los inquilinos de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, los días 
martes y jueves de 16 a 20 horas en Emilio Lamarca 1860. Se 
solicita un bono solidario no obligatorio de $50.

Gervasio Muñoz // Inquilinos Agrupados 
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El acceso a la información pública es un 
derecho reconocido por múltiples pactos 
internacionales, la constitución nacional y 
una ley local de la Ciudad de Buenos Aires. 
La Ley 104/98 regula los mecanismos en 
los que personas y organizaciones pue-
den exigir al gobierno de la ciudad que 
provean de toda información o documen-
tación que se encuentre bajo su poder, en 
plazos no superiores a los 10 días hábiles, 
sin exigir motivos para la solicitud o dinero 
por la información y documentación.

El acceso a la información pública es ade-
más un poderosa herramienta para la 
exigibilidad de otros derechos. Conocer 
las acciones, el presupuesto, o el estado 
actual de políticas de gobierno permite 
a los ciudadanos y a las organizaciones 
sociales, contar con información que es 
clave para reclamar por la mejor provisión 
de derechos económicos, sociales y cultu-
rales.

Una de las problemáticas que enfrentan 
de forma cotidiana los hogares inquilinos 
en la Ciudad de Buenos Aires (y especial-
mente aquellos hogares que viven en 
hoteles familiares, pensiones e inquilina-
tos) son los desalojos ante dificultad para 
concretar el pago del arriendo en tiempo 
y forma. La Observación General N° 7 del 
Comité de Derechos Económicos, Sociales 
y Culturales establece que todas las perso-

Acceso a la información pública y derecho a la 
vivienda: los desalojos en la Ciudad Autónoma de 
Buenos Aires durante el 2014

nas deben tener garantizadas algún grado 
de seguridad en la tenencia de su vivienda 
y cierta protección contra los desalojos 
forzosos. Los desalojos representan una 
severa violación a los derechos humanos, 
de forma que los Estados deben agotar to-
das las instancias y recursos posibles an-
tes de ordenar un desalojo, y cuando su-
ceda, garantizar que se realizan conforme 
a la ley y respetando también los derechos 
de los damnificados.

No existen actualmente estadísticas pu-
blicadas por el Gobierno de la Ciudad de 
Buenos Aires sobre la cantidad de desalo-
jos (sean administrativos o judiciales) que 
se llevan a cabo dentro de los límites de 
la Ciudad Autónoma. Por esta razón, ACIJ 
junto con la Coordinadora de Inquilinos de 
Buenos Aires (CIBA) presentó un pedido de 
información pública al Ministerio de Desa-
rrollo Social del GCBA y la Policía Metro-
politana, inquiriendo información precisa 
sobre la cantidad de desalojos en los que 
habían participado institucionalmente y 
qué medidas habían tomado para respon-
der ante el riesgo de situación de calle al 
que se encontraban las familias desaloja-
das.

La Subsecretaría de Fortalecimiento Fa-
miliar del Ministerio de Desarrollo Social 
respondió al pedido, detallando la partici-
pación del programa Buenos Aires Presen-

te (BAP) y del Programa para Atención a 
Familias en Situación de Calle (Programa 
690) durante el 2014.
El BAP asistió durante el 2014 a 173 fami-
lias, entre los cuales se encontraban 176 
mujeres mayores, 140 hombres mayores, 
294 menores, 38 hombres solos y 9 muje-
res solas. En el caso de 2 desalojos, no se 
había podido contactar a los damnificados 
o habían rechazado la entrevista con el 
asistente social. Sin embargo, algo a notar 
es que la Subsecretaría no contaba con in-
formación sobre fecha, hora y localización 
de la vivienda en la que había tenido lugar 
el desalojo, ni tampoco el destino habita-
cional de estas familias.

Por otro lado, el Programa para Atención 
a Familias en Situación de Calle durante el 
mismo periodo asistió a la demanda apro-
ximada en 308 desalojos. Pero debido a 
que el programa otorga un subsidio habi-
tacional por familia, sólo registra un titu-
lar por grupo familiar sin relevar la com-
posición y el tamaño del hogar. Tampoco 
registra el destino habitacional porque se 
espera que las familias elijan donde vivir a 
partir de la transferencia monetaria otor-
gada por el programa.

A diciembre de 2015, el Ministerio de Se-
guridad no había respondido sobre la par-
ticipación de las fuerzas policiales en des-
alojos forzosos.
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